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El peticionario en relación con el Decreto 302 de 2000 realiza la siguiente consulta: “Contamos con la solicitud de los habitantes de un corregimiento del Municipio de Obando para prestarles el servicio público de acueducto, pero no ha sido posible que puedan cumplir con el requisito exigido en el Decreto 302 de 2000 ( 7.2. Contar con la licencia de Construcción cuando se trate de edificaciones por construir, o la cedula catastral en el caso de las obras terminadas). Algunos de los solicitantes no cuentan con título de propiedad y menos aun con licencia de construcción pues ya están construidas, ni tampoco, por sus escasos recursos económicos, pueden aportar cédula catastral. Solicitamos su orientación tendiente a que posibilidades hay de obviar este requisito”
Antes de brindar una respuesta a su consulta, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
Con el fin de dar una respuesta adecuada a la peticionaria se hará referencia a dos temas específicos: 
a) Interpretación del numeral 7.2 del Decreto 302 de 2000. 
Se debe tener en claro que dentro de nuestro ordenamiento jurídico existen normas que pueden ser facultativas pero hay otras de carácter imperativo. Se sabe que, según la Real Academia de la Lengua el término “facultativo” significa: “opcional o no obligatorio”; por el contrario, imperativo significa: “deber o exigencia inexcusable”
Por otra parte, el artículo 27 del Código Civil establece:
 

“ARTICULO 27. INTERPRETACIÓN GRAMATICAL. Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.
Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su establecimiento.” (Subrayado fuera del texto original) 
Recogiendo lo anterior, se debe entender la norma establecida en el numeral 7.2 del Decreto 302 de 2000, como imperativa y no facultativa al estipular que: 
“Artículo 7°. Condiciones de acceso a los servicios. Para obtener la conexión de los servicios de acueducto y alcantarillado, el inmueble deberá cumplir los siguientes requisitos:
(…) 7.2 Contar con la licencia de construcción cuando se trate de edificaciones por construir, o la cedula catastral en el caso de las obras terminadas”. (Subrayado fuera del texto original) 
Dicha norma no presenta dudas respecto a su interpretación, de lo que se concluye que para obtener la conexión a los servicios de acueducto y alcantarillado, en todos los casos se deberá contar con la licencia de construcción cuando se trate de edificaciones por construir, o la cédula catastral en el caso de obras terminadas.
b.) Restricción a la prestación de los servicios públicos 
El artículo 367 de la Constitución Política establece unas restricciones al propósito de un cubrimiento universal de servicios públicos. 
“ARTICULO 367. La ley fijará las competencias y responsabilidades relativas a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, y el régimen tarifario que tendrá en cuenta además de los criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos...”
En dicho artículo se estipula que será la ley la que fijará las competencias, limitaciones y responsabilidades relativas a la prestación del servicio; en ese sentido se expidió la Ley 142 de 1994; la Corte Constitucional sobre este tema se ha pronunciado en el siguiente sentido: 
¨Ahora bien, a más de las condiciones jurídicas que el suscriptor potencial debe satisfacer, el inmueble correspondiente debe cumplir con los requisitos y calidades tanto físicos como técnicos que al respecto determinen las empresas con arreglo a los cánones legales y reglamentarios. De tal suerte que, por ejemplo, no podría celebrar el contrato de servicios públicos una persona que pese a su capacidad negocial habite o utilice de manera permanente un inmueble que amenaza ruina o presenta inestabilidades que atentan gravemente contra su integridad física. (arts.129 y 139.2, ley 142 de 1994).2” (Subrayado fuera del texto original).
Adicional a lo anterior el artículo 37 de la ley 388 de 1997 señala que las reglamentaciones distritales o municipales determinarán el régimen de permisos y licencias para la prestación de los servicios públicos y señalarán las sanciones aplicables a los infractores a fin de garantizar el cumplimiento de estas obligaciones, esto es, lo referido a licencias y permisos de construcción, ampliación, modificación y demolición de edificaciones, de urbanización y parcelación en terrenos de expansión urbana y rural.
Es así como debe darse cumplimiento a las normas urbanísticas y sobre uso del suelo, por lo que el derecho de los ciudadanos al acceso a los servicios públicos domiciliarios debe interpretarse y aplicarse en concordancia con las leyes 142 de 1994 y 388 de 1997 y de Decretos Reglamentarios como el 302 de 2000.
Debido a lo anterior, es conveniente que se exploren posibilidades de acuerdo entre la comunidad afectada y el Municipio con el fin de que se expidan las cedulas catastrales correspondientes sin tener que pagar costos en los que normalmente se incurren para estos casos. 
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta Entidad.
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